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la transparencia de la actividad administrativa. 5. Garantías procedimen-
tales relativas al acto administrativo automatizado. 6. El control judicial 
de la decisión administrativa automatizada/algorítmica. 7. La responsa-
bilidad de las Administraciones públicas por daños derivados del uso de 
sistemas de inteligencia artificial. 8. Conclusiones.

1. Introducción

Es preciso realizar una introducción que clarifique conceptos y distinga si-
tuaciones. Para ello se utilizan dos ejes: el eje que distingue la actuación hu-
mana (con asistencia digital o informática) de la actuación automatizada, y 
el eje que distingue los sistemas digitales que influyen en el contenido de 
la actuación administrativa respecto de los que simplemente reproducen 
o aplican parámetros previamente introducidos por un operador humano.

Aplica parámetros 
predefinidos

Tiene autonomía 
(inteligencia artificial 

en sentido estricto)

Actuación humana 
asistida

Programas de gestión 
administrativa

Predicción de 
infracciones para dirigir 

inspecciones

Actuación 
automática

“Robots” que emiten 
resoluciones

No se aplica (por ahora)

La expresión “decisión algorítmica” es ambigua. En muchos casos, lo 
que tenemos son sistemas informáticos que sirven para mecanizar la toma 
de determinadas decisiones administrativas (por ejemplo, la determinación 
del importe de una subvención). Al programar estos sistemas, se “vuelca” el 
contenido del marco jurídico de esa decisión, de forma que la adopción de 
decisiones concretas se hace mucho más fácil porque basta con introducir 
los datos de cada caso y el programa nos devuelve el contenido que debe-
ría tener la decisión administrativa aplicando el marco jurídico a esos datos. 
Por seguir con el ejemplo anterior, se introducen los datos del solicitante y 
de aquellas de sus circunstancias que la norma tiene en cuenta para de-
terminar el alcance de la ayuda, y el sistema nos dice qué cuantía debería 
tener la ayuda. Este tipo de apoyos informáticos se utilizan con frecuencia 
en el marco de la actividad administrativa reglada, es decir, la que tiene una 
programación normativa lo suficientemente densa como para que exista 
“una única solución conforme a derecho”, de forma que es posible crear un 
programa que, a partir de los datos de cada supuesto de hecho concreto, 
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halle esa única solución correcta. En la aplicación, es decir, en la toma de la 
decisión administrativa, no es necesario (ni posible) optar entre distintas al-
ternativas o moverse dentro de un margen de apreciación. La introducción 
de ayudas informáticas en este tipo de gestión administrativa tiene mucho 
sentido, porque aumenta la eficiencia (con los mismos medios se pueden 
resolver muchos más procedimientos, evitando demoras en la obtención 
de prestaciones administrativas o en la corrección de situaciones ilegales) 
y porque se reduce el riesgo de errores o, incluso, de que en la práctica 
se produzcan situaciones irregulares en las que los operadores humanos 
introduzcan consideraciones no previstas en la norma. Por supuesto, tam-
bién puede suceder que el programa contenga errores, que, en su caso, se 
amplificarán porque se reproducirán cada vez que se aplique el programa.

Si combinamos los resultados de esta división (entre la aplicación de 
parámetros predefinidos y la inteligencia artificial dotada de autonomía) 
con la que existe entre la actuación humana asistida y la actuación auto-
mática, vemos cómo lo más frecuente es que este tipo de aplicaciones no 
sustituyan a los operadores humanos, sino que les suministren un borra-
dor o propuesta que estos tengan que validar (o no). En este caso, que es 
el más frecuente, el programa o aplicación resulta, en la práctica, invisible 
y jurídicamente irrelevante. Invisible, porque el ciudadano no se entera de 
si para la confección de la decisión administrativa se ha utilizado (o no) un 
programa de este tipo. Se trata de una utilización instrumental (como la 
de otro tipo de ayudas informáticas o de gestión) que no deja huella en el 
expediente, precisamente porque se entiende que es un instrumento in-
transcendente (tampoco se deja constancia de qué buscador se ha utiliza-
do para obtener información que puede ser relevante a la hora de solicitar 
ofertas en un procedimiento de contratación, o de elaborar unos pliegos 
de cláusulas). 

El programa también es irrelevante, porque la corrección jurídica de la 
decisión (es decir, que la misma sea conforme con el ordenamiento jurídi-
co) depende de que se ajuste al marco normativo, no de que se haya llega-
do a ella mediante un procedimiento puramente manual o con ayuda de 
un programa informático que mecanice la aplicación de las normas. Esta 
utilización no sirve para justificar la decisión (esta no es conforme a dere-
cho “por haberse elaborado con un programa informático”), ni al contrario. 
El programa se utiliza para elaborar la decisión, no para justificarla. 

Esto es importante a la hora de responder a cuestiones como si los 
ciudadanos tienen derecho a acceder al “código fuente” del programa, es 
decir, a todos los elementos técnicos de que el mismo se compone. Las 
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normas de transparencia y derecho de acceso pueden establecer el nivel 
de publicidad que se considere oportuno, que puede incluir el acceso al 
código fuente (como ha establecido el Tribunal Supremo en sentencia 
1119/2025, de 11 de septiembre de 2025). Pero, si nos fijamos en el derecho 
a la tutela judicial y en los derechos de defensa del ciudadano, es decir, en 
la información que es necesario que este tenga para poder impugnar una 
decisión y que el órgano de control (incluido el juez) necesita para poder 
comprobar si se ajusta al marco jurídico, no es imprescindible disponer de 
ese contenido, porque se puede contrastar la decisión con el marco jurídi-
co con independencia del procedimiento o instrumento utilizado para su 
elaboración. 

Sin salir de las actuaciones administrativas regladas y de los sistemas 
informáticos “no inteligentes”, es decir, que carecen de autonomía y se li-
mitan a aplicar reglas, existen casos en que resulta imposible replicar o re-
producir la aplicación de la norma sin el programa informático, por lo que 
este sí es visible o relevante y debe estar incluido en el análisis que efectúa 
el órgano que realice el control de legalidad de esa actuación administra-
tiva. Pensemos en un procedimiento de selección de personal, del que for-
ma parte un sorteo en el que se eligen los miembros del tribunal encarga-
do de seleccionar a la persona propuesta. Si el sorteo se efectúa con una 
aplicación informática que produce un número aleatorio, y alguien plan-
tea dudas sobre el funcionamiento de dicho sistema, será necesario darle 
acceso al mismo para que (a través de un informe pericial) se verifique si 
todos los miembros posibles de ese tribunal tenían la misma probabilidad 
de ser elegidos (equiprobabilidad). Es lo mismo que sucedería si el sorteo 
se efectuara de modo manual (con un bombo con bolas) y alguien pusiera 
en duda su funcionamiento. Obviamente, en este caso no es posible, como 
en el caso de las liquidaciones tributarias, aplicar la norma manualmente y 
ver si sale la misma persona, porque el proceso queda irremediablemente 
afectado por el resultado del sorteo1.

Lo mismo sucede en otro ejemplo que ha llegado a los tribunales en 
Italia, como son algunos procesos de gestión de personal (concursos de 
traslados) que afectan a un alto número de personas. Los puestos se asig-
nan de forma reglada, en función de méritos fijados en una norma. No hay 

1.  Hipotéticamente, podríamos controlar el funcionamiento de la aplicación de sorteo sin 
analizar su contenido, con una “auditoría inversa”, es decir, haciendo miles de sorteos para 
comprobar si la distribución de resultados se acerca, o no, a un patrón de equiprobabilidad. 
El Tribunal Supremo ha admitido un recurso de casación en el que se plantea precisamente 
el derecho de acceso al código fuente de un algoritmo de sorteo (auto de 10 de septiembre 
de 2025, recurso de casación 3998/2025).
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margen de discrecionalidad. El procedimiento se puede “mecanizar” me-
diante la aplicación de programas informáticos que recogen esos criterios 
normativos y que van asignando los puestos en función de las solicitudes 
presentadas por los aspirantes, clasificadas de acuerdo con su puntuación. 
Como en el caso de los sorteos, un aspirante que dude de que el puesto 
que se le ha asignado es el correcto conforme a las normas no puede saber 
por sí solo si la aplicación “manual” de la norma habría dado el mismo re-
sultado. Y ello, en esta ocasión, porque se trata de un proceso complejo que 
depende de muchos otros solicitantes, de modo que no es posible saber 
qué puesto le corresponde a la vista exclusivamente de su solicitud y de los 
criterios normativos. Por eso también aquí es necesario revisar el proceso, 
incluido el funcionamiento del sistema informático.

Distintos son los sistemas que utilizan inteligencia artificial (en adelan-
te, IA) en sentido más propio o estricto. Aplicaciones informáticas como las 
mencionadas hasta aquí han existido desde hace décadas y nunca se han 
considerado IA. Son aplicaciones de funcionamiento mecánico a partir de 
reglas que se han introducido previamente por el programador. Hablamos 
de IA para referirnos a aplicaciones que, en relación con contextos determi-
nados, hacen, entre otras cosas, predicciones. Por ejemplo, una aplicación 
que le diga a la Administración, de entre los miles de viviendas a inspec-
cionar para ver si en ellas se está explotando ilegalmente un apartamento 
turístico, en qué casos parece más probable que se esté cometiendo una 
infracción. Es lo mismo que se hace en medicina cuando un sistema infor-
mático indica qué personas tienen más riesgo de desarrollar un determi-
nado tumor (lo que permite someter a esas personas a un cribado que no 
podría aplicarse a toda la población), o qué niños parece que están en un 
riesgo más alto de fracaso escolar (para dedicarles más recursos y ello de 
forma preventiva, con mayores probabilidades de éxito). Estas predicciones 
no salen de la nada, sino del análisis matemático del mayor número posible 
de datos sobre esas cuestiones, que permita hallar correlaciones y detec-
tar, en esos datos pasados, patrones que permiten formular predicciones 
(sobre la base de que tales patrones es probable que se mantengan en el 
futuro). 

Podemos decir que, en el caso de los primeros sistemas, el programa-
dor introduce en este las reglas de actuación (tomadas de normas jurídi-
cas). Después, en su aplicación concreta, se introducen datos de entrada y 
salen unos resultados útiles para la Administración (por ejemplo, el conte-
nido de la liquidación tributaria de un determinado sujeto). En cambio, en 
el caso de los sistemas de IA, en la elaboración del modelo se introducen 
muchos datos acerca del fenómeno o situación para el que se desea realizar 
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predicciones, y se detectan, mediante el uso de técnicas matemáticas, esos 
patrones o “reglas”. Después, en el uso del modelo, se introducen datos de 
entrada y se obtienen predicciones útiles. Vemos cómo las “reglas” en el 
caso de los sistemas “no inteligentes” las introduce el programador (proce-
dentes de una norma jurídica), y en los sistemas “inteligentes” se obtienen 
en el proceso de elaboración del modelo, a partir del análisis de datos.

Este tipo de sistemas de IA sirven para orientar, en una determinada 
dirección, la actuación administrativa, por lo que se aplican allí donde la 
Administración dispone de un margen de actuación. Por ejemplo, la Admi-
nistración no puede inspeccionar a todas las empresas, disponiendo de un 
margen a la hora de aplicar sus recursos. En la toma de decisiones puede 
utilizar, entre otros criterios posibles, las predicciones suministradas por un 
sistema de IA. 

La información proporcionada por los sistemas o modelos de IA nor-
malmente es utilizada o valorada por los operadores humanos que elabo-
ran las decisiones o actuaciones administrativas. Por tanto, IA no equivale a 
automatización. De hecho, la automatización de las decisiones administra-
tivas (es decir, la eliminación de los operadores humanos y que los resulta-
dos arrojados por el sistema informático se conviertan inmediatamente y 
sin filtro humano en decisión imputable a la Administración) es algo que se 
aplica con mucha más frecuencia en las decisiones regladas (en las que es 
más fácil comprobar la legalidad de la decisión y en las que no hay margen 
de apreciación) que en decisiones en las que existe un margen de aprecia-
ción más o menos amplio.

Sobre estas cuestiones volveremos más adelante, pero era importante 
dejar hechas estas precisiones, pues conceptos como el de “decisión algo-
rítmica” pueden resultar confusos.

2.  �Marco normativo habilitante para el uso de inteligencia artificial
en la toma de decisiones administrativas: límites y posibilidades

2.1.  Regulación nacional

La Constitución española no contiene ninguna disposición que haga refe-
rencia a los algoritmos o la IA. No creo que ninguna norma constitucional 
incluya previsiones de este tipo, aunque, si ahora se elaborara una Consti-
tución o se pusiera en marcha un proceso amplio de reforma, se plantearía 
la cuestión de introducir alguna referencia sobre esta materia. Mi opinión 
es poco favorable. Muchas tecnologías han ido surgiendo e implantándose, 
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algunas de ellas con una considerable carga ética (trasplantes de órganos, 
células madre, edición del genoma humano, internet), sin que estén con-
templadas en los textos constitucionales, lo que no ha impedido abordar 
jurídicamente las cuestiones que plantean. De hecho, normalmente son 
los Estados con regímenes políticos más inestables los que se ven someti-
dos a procesos de reforma constitucional con más frecuencia y los que es 
más probable que introduzcan en sus constituciones menciones a estas 
cuestiones, sin que ello constituya algo positivo, sino más bien lo contrario. 
En todo caso, a la vez es lógico que, si la IA produce una importante trans-
formación, acabe siendo contemplada en las Constituciones. Pienso que 
empezar la regulación a nivel constitucional no tiene demasiado sentido, 
porque se corre el riesgo de petrificar regulaciones muy abstractas y con un 
contenido mínimo, que, con frecuencia, incluso acaban legitimando, por el 
solo reconocimiento, determinadas realidades que pueden resultar incon-
venientes, limitando el margen de actuación del legislador. Se debe, en mi 
opinión, partir de que la IA es un instrumento que, como tal, está sometido 
a la Constitución (y, en particular, a los derechos fundamentales), debiendo 
hacerse esfuerzos para identificar las consecuencias que de los derechos 
fundamentales se extraen para la IA (me refiero, sobre todo, a límites de 
uso e incluso a posibles mandatos de optimización). Hay que preguntarse 
qué consecuencias concretas tiene la introducción de alguna regulación 
específica sobre la IA en la Constitución, en el sentido de ampliar o reducir 
el margen de actuación del legislativo. 

En cuanto a normas nacionales, tenemos el artículo 41 de la Ley 
40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP). Esta ley se aplica 
a todas las Administraciones públicas, porque la dicta el Estado haciendo 
uso de su competencia exclusiva para regular “las bases del régimen jurí-
dico de las Administraciones públicas […] que, en todo caso, garantizarán a 
los administrados un tratamiento común ante ellas”. El artículo 41 regula la 
actuación administrativa automatizada y tiene el siguiente contenido:

“Artículo 41. Actuación administrativa automatizada.

1.  �Se entiende por actuación administrativa automatizada, cualquier
acto o actuación realizada íntegramente a través de medios elec-
trónicos por una Administración Pública en el marco de un proce-
dimiento administrativo y en la que no haya intervenido de forma
directa un empleado público.

2.  �En caso de actuación administrativa automatizada deberá estable-
cerse previamente el órgano u órganos competentes, según los ca-
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sos, para la definición de las especificaciones, programación, man-
tenimiento, supervisión y control de calidad y, en su caso, auditoría 
del sistema de información y de su código fuente. Asimismo, se 
indicará el órgano que debe ser considerado responsable a efectos 
de impugnación”.

Esta norma se refiere a la actuación administrativa automatizada, con 
independencia de qué tipo de sistema informático permite establecer el 
contenido de la decisión administrativa. La norma habilita la actuación ad-
ministrativa automatizada, puesto que no la prohíbe y no exige, por ejem-
plo, que una ley la prevea en cada caso. Más bien la da por supuesta (“En 
caso de actuación administrativa automatizada…”) y exige el cumplimiento 
de unos requisitos formales, requiriendo la determinación del órgano com-
petente para gestionar la actuación automatizada, y también que se deter-
mine cuál es el órgano al que se imputa la decisión administrativa. 

El artículo 41 se desarrolla en el Reglamento de actuación y funcio-
namiento del sector público por medios electrónicos, aprobado por Real 
Decreto 203/2021, de 30 de marzo. Su artículo 13 aclara algunas cuestiones 
que el artículo 41 de la LRJSP deja en el aire:

“Artículo 13. Actuación administrativa automatizada.

1.  �La tramitación electrónica de una actuación administrativa podrá
llevarse a cabo, entre otras formas, de manera automatizada de
acuerdo con lo previsto en el artículo 41 de la Ley 40/2015, de 1 de
octubre.

2.  �En el ámbito estatal la determinación de una actuación adminis-
trativa como automatizada se autorizará por resolución del titular
del órgano administrativo competente por razón de la materia o
del órgano ejecutivo competente del organismo o entidad de de-
recho público, según corresponda, y se publicará en la sede elec-
trónica o sede electrónica asociada. La resolución expresará los re-
cursos que procedan contra la actuación, el órgano administrativo
o judicial, en su caso, ante el que hubieran de presentarse y plazo
para interponerlos, sin perjuicio de que las personas interesadas
puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno y establece-
rá medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades
y los intereses legítimos de las personas interesadas.

3.  �En el ámbito de las Entidades Locales, en caso de actuación admi-
nistrativa automatizada se estará a lo dispuesto en la disposición
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adicional octava del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el 
que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Adminis-
tración Local con habilitación de carácter nacional”.

Aquí ya se recoge expresamente una habilitación para que la actua-
ción administrativa se desarrolle en forma automatizada. Y no exige una 
norma jurídica adicional, ni para permitirla ni para fijar las cuestiones que 
exige la ley. Basta una “resolución del titular del órgano administrativo 
competente”. Ni siquiera hace falta que se publique en un boletín oficial 
(lo que facilita la consulta, puesto que su contenido es accesible a través 
de los buscadores de internet, y además existe un solo boletín estatal y 
uno por cada comunidad autónoma), solo se exige publicación en la sede 
electrónica, que es menos accesible a través de buscadores. Tampoco se 
dice que el acto administrativo deba indicar que se ha adoptado de forma 
automatizada2.

Es interesante la mención de los recursos que procedan contra la ac-
tuación administrativa automatizada, porque parece dar a entender que, 
cuando la actuación administrativa se ha elaborado de esta forma, deben 
existir medios de impugnación adicionales. Esto es algo que parece deri-
varse del Reglamento General de Protección de Datos (me referiré a ello 
infra), pero no se ha consolidado en la práctica. En todo caso, no tiene sen-
tido que cuestiones tan relevantes se regulen en un reglamento.

Estas normas regulan la automatización de la actuación administra-
tiva, es decir, la supresión del operador humano, que no va a intervenir ni 
siquiera como filtro o validador de los resultados que arroja un sistema 
informático. No se regula la utilización de sistemas informáticos para la 
elaboración del contenido de esa actuación administrativa. Y como la au-
tomatización solo se plantea, en la práctica, en decisiones regladas, no se 
abordan los problemas o dudas que puede generar la IA. 

Hay que mencionar la Carta de Derechos Digitales, que es un “docu-
mento” elaborado por un grupo de expertos para el entonces denominado 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y presentado 
el 14 de julio de 2021. No es una norma jurídica y no está publicada en un 

2. Esta garantía sí la establecen algunas de las escasas instrucciones que se han publica-
do en boletines oficiales y que aplican en la práctica la actuación administrativa automatiza-
da. Es el caso de la Resolución de 24 de julio de 2023, de la Autoridad Portuaria de Barcelona, 
en relación con el uso del sistema de actuación administrativa automatizada en la gestión 
ordinaria y procedimientos administrativos de la Autoridad Portuaria de Barcelona (BOE de 
18 de septiembre de 2023).
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boletín oficial. Su preámbulo dice: “La Carta no tiene carácter normativo, 
sino que su objetivo es reconocer los novísimos retos de aplicación e inter-
pretación que la adaptación de los derechos al entorno digital plantea, así 
como sugerir principios y políticas referidas a ellos en el citado contexto”. 
Sin embargo, su contenido es el propio de una norma jurídica, teniendo sus 
distintos apartados una enunciación típicamente prescriptiva. 

Su artículo XVIII (derechos digitales de la ciudadanía en sus relaciones 
con las Administraciones públicas) reconoce una serie de derechos de los 
ciudadanos “en el marco de la actuación administrativa”, concretamente 
los siguientes:

“a) � Que las decisiones y actividades en el entorno digital respeten los 
principios de buen gobierno y el derecho a una buena Adminis-
tración digital, así como los principios éticos que guían el diseño 
y los usos de la IA. 

b)  �La transparencia sobre el uso de instrumentos de IA y sobre su
funcionamiento y alcance en cada procedimiento concreto y, en
particular, acerca de los datos utilizados, su margen de error, su
ámbito de aplicación y su carácter decisorio o no decisorio. La ley
podrá regular las condiciones de transparencia y el acceso al códi-
go fuente, especialmente con objeto de verificar que no produce
resultados discriminatorios.

c)  �Obtener una motivación comprensible en lenguaje natural de las
decisiones que se adopten en el entorno digital, con justificación
de las normas jurídicas relevantes, tecnología empleada, así como
de los criterios de aplicación de las mismas al caso. El interesado
tendrá derecho a que se motive o se explique la decisión adminis-
trativa cuando esta se separe del criterio propuesto por un sistema
automatizado o inteligente.

d)  �Que la adopción de decisiones discrecionales quede reservada a
personas, salvo que normativamente se prevea la adopción de de-
cisiones automatizadas con garantías adecuadas”.

Podemos decir que en este texto (que no habilita la actuación automa-
tizada, puesto que su función es la protección de derechos) se establecen 
garantías importantes, si bien su naturaleza no normativa limita su aplica-
ción práctica.	
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En la legislación autonómica sí encontramos bastantes normas que se 
refieren no solo a la actuación automatizada, sino también a la utilización 
de IA. Normalmente, hablamos de normas programáticas, enunciativas, 
con las que se quiere expresar un impulso a la utilización de “nuevas tecno-
logías”, pero que no suelen contener prescripciones dotadas de un conte-
nido concreto, entre otras cosas porque los legisladores autonómicos son 
conscientes de que sus competencias son limitadas (el artículo 149.1.18.ª de 
la Constitución reserva al Estado la competencia exclusiva para regular las 
bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y el procedi-
miento administrativo común) y de que también el marco europeo puede 
imponer restricciones. En general, se establecen precauciones y medidas 
de protección, pero en términos poco incisivos. Cabría preguntarse (pero 
la respuesta será casi siempre negativa) si es pensable que se anulen de-
cisiones administrativas por no cumplir alguno de esos requisitos, y si, en 
la realidad práctica, la utilización de medios digitales (o incluso de IA) para 
elaborar o para automatizar decisiones administrativas está sometida a re-
quisitos jurídicos diferentes en función de que se produzca en una u otra 
comunidad autónoma. 

Estas normas autonómicas merecen un análisis más detallado que 
aquí no es posible por razones de espacio. Se puede destacar, por lo pione-
ro, la normativa catalana (Decreto 76/2020, de administración digital), que 
habla de servicios proactivos y personalizados, y también, en Extremadura, 
el Decreto-ley 2/2023, de 8 de marzo, de medidas urgentes de impulso a 
la IA en Extremadura, que establece, directamente, que “[l]a Administra-
ción pública autonómica podrá adoptar actos administrativos mediante 
sistemas de IA en el marco de un procedimiento administrativo”. Encontra-
mos una regulación más rica en la Comunidad Valenciana (Ley 6/2024, de 
5 de diciembre, de simplificación administrativa, artículos 14-43, y Decreto 
54/2025, de 15 de abril, de simplificación administrativa y transformación 
digital), que establece requisitos para la robotización administrativa y la uti-
lización de IA, así como un registro público de algoritmos: “De forma previa 
a su puesta en marcha, los sistemas de IA deberán ser evaluados para de-
terminar sus riesgos, el impacto en los derechos de las personas y el cum-
plimiento de la normativa en materia de protección de datos personales y 
de IA”. En caso de actividad automatizada, se reconoce a los ciudadanos 
el derecho a no ser objeto de decisiones basadas únicamente en el tra-
tamiento automatizado, aunque no queda claro qué consecuencias tiene 
este recordatorio de una norma que ya está vigente. Por último, hay que 
citar, en Galicia, la importante Ley 2/2025, de 2 de abril, para el desarrollo 
e impulso de la IA en Galicia, que insiste en la exigencia de explicabilidad 
y trazabilidad y reduce la posibilidad de automatización de las decisiones 
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que no impliquen valoración de elementos subjetivos o valoración jurídi-
ca, exigiendo en la mayoría de los casos una intervención humana. En el 
País Vasco se ha establecido ya un registro público de sistemas algorítmi-
cos utilizados por la Administración. En Asturias, se ha aprobado el Decreto 
98/2025, de 22 de julio, por el que se regula el uso de la IA en la Administra-
ción del Principado de Asturias y su sector público. 

2.2.  Disposiciones de derecho supranacional o internacional

Aquí es necesario mencionar el Reglamento de IA (RIA), aprobado en 
20243. El RIA no se ocupa en particular del uso de IA por Administraciones 
públicas, sino que establece una regulación transversal para el uso de IA en 
el sector público y privado. Dentro de él se prevé la “evaluación de impac-
to relativa a los derechos fundamentales” (artículo 27), que solo se aplica 
cuando un organismo de derecho público o una entidad privada que pres-
ta servicios públicos quieran desplegar un sistema de IA de alto riesgo. 

El RIA se aplica a los sistemas de IA que pretendan utilizarse en la UE, 
es decir, afectando a ciudadanos que estén en la UE, con independencia 
de dónde se haya elaborado el sistema de IA. Con ello sale al paso de quie-
nes dicen que se ha regulado “una industria que aún no existe” en Europa 
(y menos aún en España), imponiendo a las empresas europeas (incluidas 
las españolas) una carga que las coloca en posición de desventaja frente a 
las norteamericanas. El RIA se aprueba para establecer reglas únicas sobre 
la utilización de sistemas de IA y evitar que existan reglas nacionales que 
dificulten su libre circulación. Además, también se aplica a las empresas ex-
teriores que produzcan sistemas de IA destinados a ser utilizados en la UE.

El RIA dedica una especial atención a los sistemas “de alto riesgo”, por 
lo que su delimitación es importante. Son sistemas de alto riesgo los que 
se utilizan en objetos que ya tienen una regulación europea por su peligro-
sidad (vehículos a motor, juguetes, ascensores, etc.) y los que se enumeran 
en el Anexo III. Una parte de ellos son sistemas utilizados por Administracio-
nes, como los que se usan para la “garantía del cumplimiento del derecho” 
(law enforcement), el control de fronteras y la Administración de Justicia. 
Por lo tanto, los sistemas de IA utilizados por la Administración tienen más 
probabilidades de ser considerados sistemas de alto riesgo. 

3. Reglamento (UE) 2024/1689 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de
2024, por el que se establecen normas armonizadas en materia de IA y por el que se modifi-
can los Reglamentos (CE) n.° 300/2008, (UE) n.° 167/2013, (UE) n.° 168/2013, (UE) 2018/858, (UE) 
2018/1139 y (UE) 2019/2144 y las Directivas 2014/90/UE, (UE) 2016/797 y (UE) 2020/1828 (Regla-
mento de IA).
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Respecto a si esta regulación europea supone una habilitación para 
el uso de sistemas de IA, la respuesta es rotundamente “no”. Bastantes de 
los apartados del Anexo III dicen que determinados tipos de sistemas (por 
ejemplo, los que se utilicen en “migración, asilo y gestión del control fron-
terizo”, o “cumplimiento del derecho”) son de alto riesgo, “en la medida en 
que su uso esté permitido por el derecho de la Unión o nacional aplicable”. 
Por tanto, regulación no significa habilitación para su uso, cuestión esta 
que se resolverá aplicando el derecho europeo o nacional. No siempre sig-
nifica que va a ser necesaria una norma específica habilitante, depende de 
lo que resulte del análisis del marco jurídico. Por otro lado, el hecho de que 
no todos los apartados del Anexo III tengan esa previsión no significa que 
en los demás casos hayan de entenderse autorizados, puesto que quedan 
fuera justamente algunos de los más sensibles, como “Administración de 
Justicia y procesos democráticos”. El Reglamento no tiene, por tanto, efec-
to habilitador, sino regulador. 

También hay que mencionar el Convenio Marco del Consejo de Europa 
sobre IA y derechos humanos, democracia y Estado de derecho, adoptado 
en 2024 y que aún no ha entrado en vigor, aunque ha sido firmado por 
varios Estados y por la Comisión Europea. Este convenio es una norma de 
mínimos (no tiene función armonizadora como el RIA), y tampoco habilita 
o autoriza el uso de la IA o la emisión de decisiones algorítmicas por Admi-
nistraciones públicas, puesto que su intención es establecer garantías.

2.3. � La necesidad (o no) de normas habilitantes del uso de la 
inteligencia artificial por las Administraciones públicas

En general, la legislación administrativa no regula los instrumentos que se 
utilizan para la elaboración de las decisiones administrativas. Resultan, en 
principio, indiferentes. Una muestra es el artículo 77.1 de la Ley 39/2015, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
que dice que “[l]os hechos relevantes para la decisión de un procedimiento 
podrán acreditarse por cualquier medio de prueba admisible en Derecho”. 

Cuando la digitalización trascienda ese plano instrumental y cambie 
alguno de los parámetros que definen la actuación administrativa, será ne-
cesaria una norma habilitante. Es lo que sucede, por ejemplo, en el caso ya 
examinado de la actuación automatizada, porque la legislación adminis-
trativa parte del presupuesto de que las decisiones las toman las personas 
físicas que son titulares de los órganos administrativos.
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La clave se encuentra, en mi opinión, en que la IA se utilice para elabo-
rar (no para justificar) las decisiones administrativas. El uso es instrumental 
cuando el marco jurídico aplicable no tiene en cuenta la utilización de IA 
y ese marco jurídico no varía. Por ejemplo, una autoridad debe perseguir y 
sancionar las infracciones que se cometan en materia ambiental (vertidos 
no autorizados en cauces públicos, por ejemplo). El marco jurídico son las 
normas que tipifican las infracciones y sanciones y las que regulan el pro-
cedimiento administrativo sancionador y los recursos. Lo que importa es 
que las decisiones que tome la Administración impongan la sanción ade-
cuada previa la constatación de que se ha cometido una infracción. No im-
porta si se ha utilizado IA u otra tecnología (drones, análisis químicos) para 
detectar la comisión de la infracción o para decidir a quién se inspecciona. 
Esas técnicas servirán, en su caso, para verificar hechos, pero no cambian 
el marco jurídico: no se justifica la sanción en que “la ha propuesto la IA”. 
Es una técnica como otras varias, utilizada para alcanzar un determinado 
conocimiento. La utilización de esta técnica estará sometida a contraste y 
verificación, como la de otras técnicas, pero no requiere una norma habili-
tante, como no se requiere en otros casos.

2.4. � La posibilidad de utilizar inteligencia artificial en la actividad 
administrativa actualmente

En España se regula la actividad administrativa automatizada, pero no 
equivale a IA y, de hecho, lo más habitual es que la actividad administrativa 
automatizada se implante en ámbitos de administración reglada, en los 
que el marco normativo que programa o dirige la actuación administrativa 
es especialmente denso, de forma que, más que IA, lo que tenemos son 
modelos o programas que recogen las normas aplicables, es decir, ese pro-
grama, y mecanizan su aplicación. Se automatiza precisamente porque no 
existe margen de apreciación, de modo que poco puede aportar la IA, que 
ayuda precisamente a la toma de decisiones. 

Hemos visto que existen normas (en legislación autonómica) que sí 
regulan, e incluso impulsan, el uso de IA en la actividad administrativa, nor-
malmente no con una finalidad decisoria, sino preparatoria. El hecho de 
que sean normas que no forman parte de la legislación estatal, que es la 
única competente para regular las bases del régimen jurídico de las Ad-
ministraciones públicas, indica que normalmente se trata de normas que 
no tienen un contenido determinante (si lo tuvieran, deberían estar en la 
legislación estatal). Son normas que muchas veces no son necesarias.
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En mi opinión, en el ordenamiento jurídico español está permitido el 
uso instrumental de la IA en la elaboración de decisiones administrativas, 
aunque no la sustitución total de los operadores humanos, que requiere 
otras garantías (las del artículo 41 LRJSP y normas conexas). Un operador 
humano puede utilizar un modelo de lenguaje (Gemini, ChatGPT, etc.) para 
elaborar el texto de una resolución (del mismo modo que puede utilizar un 
procesador de textos o servirse de un buscador para obtener información), 
pero él se responsabiliza del contenido de la resolución, y esta deberá jus-
tificarse por ser acorde con el ordenamiento jurídico y porque los datos en 
que se basa son correctos, sin que pueda alegarse para su justificación que 
ese contenido procede de un modelo de IA. 

Como ya hemos visto, las actuaciones administrativas automatizadas 
están reconocidas en el artículo 41 LRJSP, que las admite, aunque exige 
que, en ese caso, se establezcan una serie de parámetros que incluyen ga-
rantías (por ejemplo, respecto a la auditoría del sistema), y también que se 
determine cuál es el órgano al que se imputa la decisión administrativa, a 
efectos, por ejemplo, de recursos. No se exige que se apruebe una norma 
específica (y menos aún con rango de ley) para permitir que algún tipo de 
actuación administrativa se realice de forma automatizada.

El artículo 41 no distingue, por lo que, teóricamente, sería posible au-
tomatizar tanto actuaciones regladas como discrecionales. Algún texto 
excluye la posibilidad de automatizar decisiones discrecionales. También 
alguna norma autonómica va en esa dirección. En todo caso, la naturaleza 
de las cosas impide, a mi juicio, automatizar decisiones discrecionales. La 
automatización tiene sentido, al menos en la actualidad, cuando estamos 
hablando de decisiones regladas (es decir, predeterminadas en su conteni-
do por el marco normativo, que es denso y no deja lugar para opciones en 
manos de la Administración). Eso no quiere decir que no existan dudas (de 
hecho, a veces hay recursos y procesos judiciales), pero se encuentran más 
bien en la calificación de los hechos, puesto que, una vez estos son califica-
dos de una determinada forma, la solución es única. En estas condiciones, 
la automatización es técnicamente fácil y no tiene sentido pararla, puesto 
que, mientras tenga garantías suficientes, facilita la eficiencia, la eficacia y, 
si quiere expresarse así, la buena administración.

En las decisiones discrecionales, existe un margen decisional que la 
norma ha querido que esté en manos de la Administración y, por tanto, 
que se ejerza al tomar cada decisión concreta. Si se automatiza la deci-
sión, ese margen no desaparece: solo se traslada. ¿A dónde? Seguramente 
al momento de elaborar el programa, puesto que este ya no se limitará a 
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recoger los parámetros normativos, sino que, ante la insuficiencia de es-
tos como guía para determinar el contenido de la decisión, y ante la falta 
de un operador humano que complete los parámetros normativos en el 
momento de adoptarla, los criterios que guíen esta deberán incorporarse 
al programa informático. Se produce, así, un desplazamiento del ejercicio 
del poder desde la decisión hasta la elaboración del programa, en el que se 
estarían tomando, de forma no transparente y sin habilitación normativa, 
las decisiones. Sería algo parecido a la aprobación de una norma jurídica 
interpuesta entre la norma que habilita para tomar la decisión discrecional 
y el momento de la toma de la decisión. Por esa vía se transformaría la deci-
sión inicialmente discrecional en reglada. Para ello sí hace falta una norma 
habilitante.

Si consideramos la IA como un instrumento que nos permite obtener 
información (en forma, por ejemplo, de predicciones), que es análogo, en 
cuanto a su función, a otros métodos técnicos, nada impide que en la base 
de la toma de decisiones discrecionales se utilice la información suminis-
trada por la IA, igual que se utiliza la información suministrada por otras 
técnicas. Por ejemplo, la IA permite identificar el riesgo de inundación, o el 
riesgo de que se expanda una enfermedad contagiosa, de forma similar a 
otras técnicas (de hecho, lo hace con ventaja en términos de eficiencia, en 
la medida en que reduce los experimentos que es necesario realizar, y eso 
explica el éxito de la IA). Por tanto, esos datos se pueden tomar como base 
para la toma de decisiones discrecionales. Pero se trata de datos, de premi-
sas. La decisión discrecional es una decisión valorativa, caben diversas deci-
siones en función de las opciones que tome el titular del órgano competen-
te para tomar la decisión. Son opciones valorativas, que se mueven en un 
plano distinto al de la información. Por poner un ejemplo concreto, real, y 
procedente de la experiencia que ha habido en todos los países en relación 
con el COVID, una misma información acerca del riesgo de contagio puede 
dar lugar a diferentes decisiones, en el sentido de que unos pueden priori-
zar la reducción de contagios a toda costa, considerando que ese propósito 
justifica la adopción de medidas restrictivas a pesar de sus efectos, mien-
tras que otros considerarán que las restricciones de la libertad son un grave 
daño en sí mismo y pueden aceptar un riesgo de contagio moderado con 
tal de no introducir restricciones que superen una determinada medida. Y 
la IA no sirve para tomar esas decisiones, puesto que lo único que podemos 
pedirle es información, o bien que proporcione la respuesta más acorde a lo 
que se viene haciendo en la práctica, o la más acorde a lo que determinado 
sujeto haría (a partir de los antecedentes). 
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Por tanto, considero que la IA puede utilizarse con una función ins-
trumental para la toma de decisiones discrecionales, pero solo con esa 
función. Y no tanto porque, por razones “morales”, queramos prohibir ese 
desarrollo (como cuando se prohíbe la creación de seres humanos a partir 
de células madre, a pesar de que teóricamente sea posible), sino porque 
estructuralmente es algo distinto.

2.5. � Aplicación a la actuación administrativa asistida por inteligencia 
artificial de principios jurídicos tradicionales e incorporación de 
otros nuevos

En términos generales, todos esos principios tradicionales del derecho ad-
ministrativo, derivados del Estado de derecho, son válidos para la actividad 
administrativa con independencia de los instrumentos que se utilicen en la 
misma (analógicos o digitales). Son principios que han de respetarse tam-
bién cuando se utilizan instrumentos como la IA. Algunos de ellos requie-
ren una concreción en este nuevo contexto. Por ejemplo, el principio de 
precaución puede interpretarse de maneras diversas ante la aparición de 
una nueva tecnología que tiene ventajas y también riesgos. El RIA es la for-
ma en que la UE ha intentado ponderar ambos. 

La actividad digital plantea retos adicionales que pueden exigir princi-
pios específicos, como la interoperabilidad o la seguridad (es decir, la robustez 
ante riesgo de ciberataques u otras amenazas a la seguridad). Podemos dis-
cutir si son principios nuevos o son corolarios de principios que ya existen (en 
último término, la buena administración), pero me parece un debate estéril 
salvo si la cuestión de fondo es si los jueces pueden exigir a la Administración 
el cumplimiento de obligaciones concretas que no están previstas en nin-
guna norma, apelando a principios que ya están recogidos o son deducibles 
de la Constitución (y que, por tanto, sí están a disposición de los tribunales).

2.6. � Uso de otras tecnologías, distintas de la inteligencia artificial, 
para la toma de la decisión administrativa (como, por ejemplo, 
blockchain)

La legislación administrativa española es muy abierta respecto a la digitali-
zación. En su día, la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los 
ciudadanos a los Servicios Públicos, supuso un importante avance, plan-
teando la utilización de medios tecnológicos en clave de derechos y ga-
rantías. Dicha ley recogía que “[l]as Administraciones Públicas utilizarán las 
tecnologías de la información de acuerdo con lo dispuesto en la presente 
Ley, asegurando la disponibilidad, el acceso, la integridad, la autenticidad, 
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la confidencialidad y la conservación de los datos, informaciones y servicios 
que gestionen en el ejercicio de sus competencias”. Con posterioridad, las 
leyes 39 y 40/2015 han profundizado en esa adaptación del régimen jurídico 
de las Administraciones públicas y el procedimiento administrativo al uso 
de la tecnología. Y muchas veces lo hacen de forma abierta. Por ejemplo, se 
admite que todos los órganos colegiados puedan actuar por medios elec-
trónicos (salvo que en su reglamento interno se diga lo contrario), “consi-
derándose también tales los telefónicos, y audiovisuales, la identidad de los 
miembros o personas que los suplan, el contenido de sus manifestaciones, 
el momento en que éstas se producen, así como la interactividad e inter-
comunicación entre ellos en tiempo real y la disponibilidad de los medios 
durante la sesión. Entre otros, se considerarán incluidos entre los medios 
electrónicos válidos, el correo electrónico, las audioconferencias y las video-
conferencias” (artículo 17.2 de la LRJSP). 

En materia de blockchain, se aprobó el Real Decreto-ley 14/2019, de 31 
de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes por razones de segu-
ridad pública en materia de administración digital, contratación del sector 
público y telecomunicaciones. Esta norma introduce algunas restricciones 
para evitar la transferencia a terceros países de los recursos técnicos ne-
cesarios para el funcionamiento de los sistemas de identificación, como 
forma de proteger la soberanía del Estado. En este sentido, se introduce 
una disposición adicional en la LPAP, que dice que “no serán admisibles en 
ningún caso y, por lo tanto, no podrán ser autorizados, los sistemas de iden-
tificación basados en tecnologías de registro distribuido y los sistemas de 
firma basados en los anteriores, en tanto que no sean objeto de regulación 
específica por el Estado en el marco del Derecho de la Unión Europea”. Esta 
norma produjo un cierto impacto en un momento en que existían fuertes 
expectativas de aplicación de la tecnología blockchain en múltiples cam-
pos de actuación administrativa. En todo caso, es un problema más relacio-
nado con la identidad en entornos digitales que con la IA como instrumen-
to para contribuir a determinar el contenido de la actividad administrativa. 

3.  �Las Administraciones públicas ante el fenómeno de la inteligencia
artificial: situación actual

3.1. � Utilización real de la inteligencia artificial para la toma de 
decisiones administrativas

Es difícil conocer hasta qué punto se están utilizando estos sistemas. En 
algunos casos, se ha anunciado públicamente su uso. Por ejemplo, VIOGEN 
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para la asignación de niveles de riesgo a las personas que son objeto de 
denuncia por violencia de género (nivel de riesgo que se tomará en cuen-
ta para adoptar medidas cautelares preventivas). RISCANVI para evaluar, a 
efectos de la concesión o denegación de permisos penitenciarios, el riesgo 
de reincidencia de un interno (persona en prisión). VERIPOL es utilizado 
por el Cuerpo Nacional de Policía para tratar de distinguir las denuncias 
verdaderas de las falsas. Es sabido que la Agencia Tributaria (ente estatal 
encargado de la recaudación de los tributos) utiliza distintas aplicaciones 
(ZÚJAR, HERMES) para tratar de detectar posibles infracciones. La Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social agrupa bajo la denominación de “he-
rramienta de lucha contra el fraude” a una serie de sistemas que sirven 
para analizar la información, cruzar datos y, en definitiva, detectar posibles 
infracciones y aumentar la eficiencia de la labor de los recursos de inspec-
ción. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), es 
decir, la autoridad nacional de defensa de la competencia, utiliza un siste-
ma denominado BRAVA para detectar conductas posiblemente fraudulen-
tas, normalmente pactos prohibidos entre empresas, especialmente en el 
ámbito de las licitaciones públicas. Como puede verse, se trata en muchos 
casos de aplicaciones de evaluación de riesgos, que sirven para detectar, 
de entre un conjunto amplísimo de situaciones, el subconjunto de las que 
requieren mayor atención, normalmente (aunque no solo) para realizar ins-
pecciones y detectar posibles conductas ilegales.

También hay que mencionar el uso de sistemas de IA instrumentales, 
normalmente del tipo de los grandes modelos de lenguaje. Por ejemplo, 
para transcribir grabaciones de audio o vídeo (procesamiento de lenguaje 
natural), en contextos como la grabación de vistas judiciales, cuyo manejo 
posterior se facilita mediante la transcripción a texto. En el mismo sentido, 
algunas entidades públicas como RED.ES han sido pioneras en el uso de la 
tecnología, por ejemplo para automatizar los procedimientos de concesión 
de algunas subvenciones que son masivas, regladas y solo requieren com-
probar el cumplimiento de determinados requisitos que constan en regis-
tros de los que ya dispone la Administración (por ejemplo, el “robot” accede 
a información tributaria o de los registros mercantiles para comprobar si la 
empresa solicitante está al día en el cumplimiento de sus obligaciones tri-
butarias o cuáles son sus datos). Es el caso del llamado “kit digital”. En este 
sentido, y ya en la fase de comprobación del cumplimiento de la finalidad 
de la subvención una vez concedida, se está utilizando IA generativa para 
analizar la documentación presentada por los beneficiarios de las subven-
ciones y detectar los casos dudosos que requieren un examen humano. 
El sistema BOSCO hay sido creado para facilitar a las empresas comercia-
lizadoras de energía eléctrica (las que cobran a los clientes la energía con-
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sumida) la identificación de los clientes que tienen derecho a que se les 
aplique una tarifa más favorable conocida como “bono social”, supeditado 
al cumplimiento de requisitos económicos y familiares (número de hijos, 
por ejemplo) que la Administración puede constatar fácilmente. 

Normalmente, el uso de estos sistemas no deja huella en el expedien-
te administrativo (es decir, la persona que recibe un acto administrativo 
no sabe que se ha utilizado), y se conocen públicamente por: 1) acciones 
llevadas a cabo por la propia Administración para darlos a conocer (nor-
malmente, de forma acrítica y sin dar demasiados detalles); 2) licitaciones 
públicas realizadas para adquirir estos sistemas; o 3) acciones llevadas a 
cabo por organizaciones que piden, a través de la legislación de transpa-
rencia, detalles sobre los programas para detectar posibles fallos. 

Debido a la ya mencionada falta de transparencia, es difícil saber si 
se han producido problemas a la hora de utilizar estas herramientas. Pro-
bablemente se han producido mayores problemas en herramientas de 
administración reglada, tendentes a la automatización, en la medida en 
que introducen rigideces y pueden impedir tener en cuenta algunos pa-
rámetros que pueden ser jurídicamente relevantes. Las herramientas de 
IA antes mencionadas no sustituyen al operador humano ni pretender ser 
vinculantes para él. En la práctica, puede ocurrir que ese “informe” genere 
un cierto efecto vinculante en el sentido de que el operador humano sien-
ta una especial responsabilidad en caso de que quiera alejarse de dicho 
informe, por el miedo a asumir responsabilidades si después se comprue-
ba que existía un riesgo alto, como había detectado el sistema de IA, y la 
decisión humana tendió a minusvalorar el riesgo. 

3.2. � Formas de obtención o adquisición de los sistemas de 
inteligencia artificial

Lo normal es que los sistemas y productos de IA no sean producidos por 
la Administración, sino que se trate de productos de uso masivo que una 
Administración utiliza para sus necesidades concretas, o bien de solucio-
nes elaboradas por empresas tecnológicas por encargo de la Administra-
ción. A través de las plataformas en las que se publican obligatoriamente 
las licitaciones públicas (en particular, la Plataforma de Contratación del 
Sector Público, https://www.contrataciondelestado.es) se pueden encon-
trar licitaciones para la elaboración o el mantenimiento de estos sistemas, 
aunque normalmente son poco claras sobre su contenido. 
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3.3. � ¿Tienen los funcionarios encargados de su uso un conocimiento 
adecuado del instrumento utilizado?

En estos últimos años se han realizado numerosas actividades de divul-
gación relativas a la IA y a su uso por distintas Administraciones públicas. 
Puede decirse que existe una alta sensibilización, aunque sin duda nunca 
es suficiente ni completamente adaptada a las necesidades del personal 
de cada entidad.

Es difícil valorar si existe una información adecuada. El RIA insiste en 
garantizarla, en dos planos. Por un lado, estableciendo como obligación de 
los proveedores y responsables del despliegue de sistemas de IA la de ga-
rantizar que “su personal y demás personas que se encarguen en su nom-
bre de su funcionamiento y la utilización de sistemas de IA tengan un nivel 
suficiente de alfabetización en materia de IA” (artículo 4). Además, y como 
obligación concreta de los sistemas de alto riesgo, el artículo 14.4 establece 
que deberá garantizarse que quienes manejen el sistema sean capaces de 
entenderlo, incluido “ser conscientes de la posible tendencia a confiar au-
tomáticamente o en exceso en los resultados de salida generados por un 
sistema de IA de alto riesgo (‘sesgo de automatización’), en particular con 
aquellos sistemas que se utilizan para aportar información o recomenda-
ciones con el fin de que personas físicas adopten una decisión” o “decidir, 
en cualquier situación concreta, no utilizar el sistema de IA de alto riesgo 
o descartar, invalidar o revertir los resultados de salida que este genere”. 

3.4.  Los mecanismos de control administrativo

Normalmente, estos sistemas se mueven “por debajo del radar”, porque 
sus consejos o informes no son vinculantes, y porque no se refieren a re-
soluciones administrativas que finalicen un procedimiento y afecten di-
rectamente a los ciudadanos, sino a actuaciones preliminares, como, por 
ejemplo, la decisión de inspeccionar a unas empresas y no a otras. Se da 
la circunstancia, además, de que normalmente se utilizan en actividades 
dirigidas a empresas (personas jurídicas), por lo que no opera el derecho a 
la protección de datos y, además, no se plantea el problema de la posible 
discriminación de personas en situación de vulnerabilidad. En la práctica, 
se está a la espera de que entren en funcionamiento los mecanismos es-
tablecidos por el RIA. Las normas autonómicas que se han aprobado, en 
la medida en que tienen un contenido concreto (puesto que en su mayo-
ría son normas de tipo programático), no han tenido consecuencias claras 
sobre el uso de estos sistemas. Las ideas que se venían aplicando en el 
ámbito de la Administración con medios analógicos (por ejemplo, que la 
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decisión sobre iniciar un procedimiento sancionador no es recurrible autó-
nomamente, y que, si se constata la comisión de una infracción, la sanción 
es correcta jurídicamente, aunque haya otros posibles infractores a los que 
no se ha inspeccionado) se trasladan también al entorno digital.

Ha habido algunos casos concretos de errores en la programación de 
sistemas informáticos de mecanización de decisiones, que se corrigen a 
través de recursos. Por ejemplo, la Seguridad Social ha implantado un sis-
tema (Alfa Premium) para tramitar automáticamente los expedientes me-
diante los que se reconoce a los trabajadores que se jubilan el derecho a 
cobrar su pensión y se calcula su importe. Antes de que se implantara el 
sistema, el procedimiento llevaba meses, durante los que el trabajador ju-
bilado no percibía ingresos. Ahora se ha conseguido evitar esa interrupción. 
Sin embargo, en algún caso concreto se producen errores porque no se 
calcula correctamente la pensión (debido a una defectuosa programación), 
y se corrigen con un recurso (igual que cuando los errores se cometían ma-
nualmente). Salvo ese caso, no hay noticias. Lo que tenemos (el caso BOS-
CO es indicativo al respecto) son acciones judiciales preventivas en las que 
organizaciones solicitan el acceso al código fuente de los sistemas, ante el 
riesgo o la presunción de que puedan producirse errores que causen daños 
a ciudadanos afectados por el uso de estos sistemas.

4.  �El impacto de la inteligencia artificial en los derechos de
participación de los interesados y en la transparencia de la
actividad administrativa

El mayor problema puede producirse si a través de sistemas informáticos 
se introducen limitaciones y rigideces que no se encuentran en norma al-
guna y que impiden a los decisores humanos adaptarse a los puntos de vis-
ta expuestos por los ciudadanos. Por ello, la implantación de sistemas que 
automaticen la toma de decisiones debe limitarse a aquellos casos en que 
el marco normativo no deja margen para la decisión individual. Y es nece-
sario evitar que en la elaboración de los programas se introduzcan errores 
que impidan tomar en consideración factores que son relevantes de acuer-
do con el marco normativo. 

También puede suceder que los sistemas de automatización impidan 
actuaciones que, en realidad, suponen un incumplimiento normativo. In-
tervenciones que, bajo una capa de “equidad” o incluso de “empatía”, pue-
den suponer soluciones a medida, incluso por razones de presiones políti-
cas, personales, etc. En este sentido, estos sistemas, como cualquier otro 
mecanismo que lleve a un control o fiscalización, pueden ser buenos para 



Alejandro Huergo Lora

191
Fundación Democracia y Gobierno Local 

Cuadernos RAICA #3 
ISBN: 978-84-128852-9-3 (papel) \ 979-13-991427-0-9  (digital)

Controles jurídicos sobre las 
decisiones algorítmicas de la 
Administración pública

evitar prácticas desviadas. No siempre atender a la presión de uno o va-
rios interesados es bueno, puede ser directamente contrario a la legalidad. 
Por ejemplo, en materia de seguridad social, la automatización ha llevado 
a que los expedientes ya no se resuelvan necesariamente en las oficinas 
de la provincia donde se originan, sino que todos los servicios funcionan 
en red y el sistema los distribuye automáticamente en función de la carga 
de trabajo. Ello evita que surjan criterios de actuación territoriales que son 
diferentes entre sí o pueden suponer desvíos de la norma.

En cuanto al impacto sobre la participación, los sistemas informáticos 
de los que estamos hablando pueden tener un efecto positivo para la par-
ticipación pública. Estas técnicas permiten manejar mejor la información 
obtenida a través de los derechos de acceso y participación, haciendo po-
sible gestionar grandes cantidades de datos y facilitando la obtención de 
conclusiones a nivel “macro” y no solo “micro”. Muchos sesgos de la actua-
ción administrativa y, en definitiva, desviaciones respecto al ordenamiento 
jurídico, pueden ponerse de manifiesto solo a través de estas técnicas.

Por otro lado, el riesgo podría venir en la medida en que la actuación 
administrativa esté determinada, en realidad, por los resultados arrojados 
por sistemas de IA, de modo que sea menos permeable a los inputs que 
vienen desde las instancias de participación. No es fácil una conclusión ge-
neral. Incluso sin sistemas de IA, la decisión administrativa puede obedecer 
a razones inexplicadas e inexplicables. No siempre lo que determinados in-
teresados manifiestan es más objetivo o equitativo, desde el punto de vista 
de los intereses generales, que lo que manifiesta un sistema de IA (existen 
sesgos también en los procedimientos de consulta o participación). La cla-
ve sigue estando en la exigencia de motivación, de fundamentación de las 
decisiones. 

En el derecho español, la participación en la elaboración de decisiones 
administrativas está regulada de forma expresa, tanto en la legislación ge-
neral (LCAP), en la que se prevén el trámite de audiencia y el de informa-
ción pública, como en procedimientos concretos regulados en legislación 
sectorial, de entre los que destacan los de evaluación ambiental y los de 
aprobación de planes urbanísticos. La importancia de estos instrumentos 
de participación deriva más de su previsión normativa (y de las consecuen-
cias de su eventual incumplimiento) que de los frutos concretos de esa par-
ticipación. Es decir, son pocas las veces en que a través de la participación 
se convence a la Administración de cambiar una decisión. Son muchas, sin 
embargo, las veces en que se impugna, o incluso se anula una decisión por 
algún fallo en la tramitación de esos instrumentos de participación, incluso 
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si consta que no habrían cambiado la decisión administrativa. Los sistemas 
de IA pueden facilitar esta y cualquier otra tarea, permitiendo: 1) analizar la 
ingente información sobre la que pueden pronunciarse los ciudadanos; 2) 
cribar con más facilidad las alegaciones a fin de evitar las reiteraciones e 
identificar las alegaciones que requieren un examen más detenido e indi-
vidualizado.

En cuanto a la impugnación de decisiones automatizadas, ha habido 
sobre todo acciones preventivas, dirigidas a conocer el código fuente de es-
tas aplicaciones ante la posibilidad de que introduzcan sesgos o provoquen 
errores. Puede mencionarse el caso BOSCO (es fácil encontrar las senten-
cias) y también las resoluciones del Consejo de Transparencia y Buen Go-
bierno en torno a la transparencia en el acceso al código fuente de sistemas 
que se utilizan para efectuar sorteos o calcular el importe de prestaciones 
sociales (totalmente regladas). También sucede que decisiones en cuya in-
tervención se han utilizado, presumiblemente, sistemas de IA (por ejemplo, 
decisiones de la CNMC) son impugnadas sin que se tenga en cuenta esa 
utilización, puesto que no deja huella en el expediente administrativo. 

5.  �Garantías procedimentales relativas al acto administrativo
automatizado

Ya se ha hecho referencia al artículo 41 LJRSP, que da entrada a la actua-
ción administrativa automatizada, estableciendo ciertas garantías. Es más 
habitual la utilización de sistemas de automatización o mecanización de 
las decisiones administrativas sin sustitución total de los operadores hu-
manos. Precisamente, un problema que se plantea en la aplicación de esta 
norma (y también del artículo 22 del Reglamento General de Protección de 
Datos, que regula las decisiones individuales automatizadas) es si los siste-
mas que, aunque no sustituyen directamente a los operadores humanos, 
pueden influir en sus decisiones (precisamente por la facilidad que para 
ellos supone confirmar la decisión de origen algorítmico, frente a la alter-
nativa de elaborar otra) no deberían estar sujetos también a las reglas para 
decisiones automatizadas.

Las exigencias de la legislación estatal, que se han recordado pre-
viamente, incluyen la “definición de las especificaciones, programación, 
mantenimiento, supervisión y control de calidad y, en su caso, auditoría del 
sistema de información y de su código fuente”. La legislación de algunas 
comunidades autónomas ha ido más lejos, al exigir la trazabilidad, la expli-
cabilidad y la publicación de los sistemas algorítmicos, y también al excluir 
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que se puedan automatizar decisiones que impliquen una evaluación jurí-
dica o de carácter subjetivo.

El reto pendiente es la plena aplicación del RIA. Este es una norma 
transversal, que no se aplica solo al sector público y que regula los sistemas 
de IA, más que su utilización en contextos jurídicos concretos como los pro-
cedimientos administrativos. Para establecer un símil ilustrativo, es como 
las normas que regulan los automóviles, que establecen toda una serie de 
requisitos y limitaciones para garantizar su seguridad, que hay que cumplir 
en todo caso, pero que no nos dicen nada acerca de cuándo la Adminis-
tración policial puede utilizar estos vehículos, con arreglo a qué criterios y 
cuándo incurre en responsabilidad. Lo mismo podemos decir de la norma 
sobre armas de fuego, por ejemplo, que tampoco regula su uso por fuer-
zas de seguridad. “Aguas abajo” del RIA está el derecho administrativo, que 
regula la actuación administrativa y que tendrá que aplicarse (en su caso, 
con las necesarias adaptaciones) para regular aquellos casos en que la ac-
tuación utilice el instrumento de la IA. 

6. � El control judicial de la decisión administrativa automatizada/al-
gorítmica

El hecho de que en la elaboración de un acto administrativo se haya utiliza-
do algún sistema informático (“decisión algorítmica”) o incluso que se trate 
de una decisión automatizada no altera cuál es el órgano judicial compe-
tente para conocer de los recursos interpuestos contra él. Será un tribunal 
contencioso-administrativo.

No se plantean conflictos de jurisdicción, puesto que ese factor (la 
automatización) no influye en la determinación del órgano competente. 
Como he indicado, uno de los aspectos que es obligado establecer cuando 
se prevé que una determinada actuación administrativa será automatiza-
da es el órgano al que se imputará, que es relevante para la determinación 
del órgano competente para conocer de los recursos judiciales.

Los poderes del juez son los mismos que en el control de la actividad 
analógica y se determinan de manera funcional, es decir, los que sean ne-
cesarios para dar satisfacción al derecho fundamental a la tutela judicial 
efectiva, proclamado en el artículo 24.1 de la Constitución. De acuerdo con 
la Ley 29/1998, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, quienes se 
vean afectados, en sus derechos o intereses legítimos, por alguna forma de 
actuación administrativa, tienen derecho a la tutela de los tribunales, que 
incluye, en caso de que el órgano judicial considere que la actuación es 
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contraria al ordenamiento jurídico, la adopción de las medidas necesarias 
para restablecer el derecho o interés legítimo, de modo que la sentencia no 
tendrá que limitarse a la anulación de dicha actuación administrativa. Esos 
poderes deben adaptarse a las circunstancias del caso concreto, y pueden 
incluir el acceso del órgano judicial y de las partes al sistema informático 
empleado, cuando sea necesario para comprobar si la actuación es contra-
ria al ordenamiento jurídico. 

Como he indicado en apartados anteriores, en ciertos casos la aplica-
ción informática es puramente instrumental y la legalidad de la decisión 
automatizada solo depende de que su contenido se ajuste, o no, al marco 
jurídico aplicable, siendo irrelevante cómo se haya llegado a dicho conte-
nido. En esos casos no es necesario verificar el funcionamiento del sistema 
informático. En otros casos, es decir, cuando la decisión sea legal si el sis-
tema ha funcionado correctamente (y, por el contrario, ilegal si el sistema 
no ha funcionado correctamente), será necesario revisar el funcionamiento 
del sistema, lo que requerirá el acceso a la información que se considere 
necesaria.

Creo que, en España, el estándar en cuanto a la revisión judicial es alto, 
en la medida en que el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva 
cubre buena parte de estas exigencias. Como parámetros internacionales 
relevantes, puede mencionarse, como una decisión que puede tener un 
impacto expansivo en cuanto a exigencias, la sentencia del TJUE de 7 de 
diciembre de 2023 (ECLI:EU:C:2023:958), que interpreta de forma extensiva 
el concepto de decisión automatizada, considerando incluida cualquier de-
cisión en la que un sistema informático ha tenido una influencia determi-
nante, aunque no se haya sustituido a los operadores humanos.

7.  �La responsabilidad de las Administraciones públicas por daños
derivados del uso de sistemas de inteligencia artificial

El órgano que dicta la resolución es responsable de la misma tanto si uti-
liza un sistema informático como si no lo hace. Del mismo modo que una 
empresa que decida utilizar un sistema informático para llevar a cabo una 
determinada actuación sigue siendo responsable, lo que deberá tener en 
cuenta. Ello sin perjuicio de que después pueda exigir su hipotética respon-
sabilidad al fabricante del sistema.

En España, cada Administración pública responde de forma directa 
frente a los perjudicados de todo daño que sea debido a su funcionamien-
to normal o anormal y que el perjudicado no tenga el deber jurídico de 
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soportar. Es una responsabilidad que recae en la Administración como per-
sona jurídica, no en el funcionario, empleado o titular del órgano que haya 
dictado la decisión causante del daño, sin perjuicio de que, en caso de que 
la Administración haya indemnizado a un tercero, si el funcionario o agente 
ha actuado con dolo o negligencia grave, la Administración está obligada a 
exigirle su responsabilidad (“acción de regreso”).

En la medida en que se generalice la idea de que la utilización de siste-
mas informáticos (bien sea para mecanizar o automatizar decisiones regla-
das o para optimizar la actuación administrativa con base en IA) debe ir ro-
deada de garantías procedimentales complejas (evaluaciones de impacto, 
publicación de algoritmos, etc.), so pena de que las decisiones adoptadas 
con ayuda de tales sistemas puedan ser posteriormente anuladas, pueden 
extenderse conductas de tipo defensivo en los empleados públicos (rea-
cias al uso de la IA), puesto que las ganancias en eficiencia podrían verse 
más que compensadas con la inseguridad y el riesgo de anulación. Aún no 
se conocen sentencias que anulen actuaciones por falta de esas garantías, 
aunque parece que será cuestión de tiempo.

8. Conclusiones

La utilización de IA en la Administración ha despertado un gran interés, 
que se manifiesta en la proliferación de estudios y en la aprobación de nor-
mas (sobre todo autonómicas), gran parte de las cuales tienen contenido 
programático. Cunde un clima de preocupación y de temor, a la vez que las 
mismas Administraciones impulsan la creación de centros de datos y, en 
general, todo tipo de actividades empresariales relacionadas con la IA. Se 
confunde la aplicación de la IA con la utilización de programas informáticos 
para mecanizar la actuación reglada. En general, estos problemas no han 
llegado a los tribunales (señal de que, en la práctica, las amenazas no se 
han convertido en daños graves), salvo a través de peticiones de documen-
tación y de acceso a los programas informáticos, basadas en la legislación 
de transparencia.
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